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                                     ASUNTO
Aborda la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Gustavo Adolfo Pérez Pineda contra el Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S., quien propende el amparo de su derecho fundamental de habeas data.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Expresó en el libelo, que hace unos tres meses solicitó su certificado judicial ante el D.A.S. y el mismo le fue expedido con la leyenda “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”, e indica que no ha estado detenido y que solo por no tener documento de identidad fue una vez retenido por la Policía.

Debido a estas frases, agrega que se le ha imposibilitado acceder a un empleo y por lo tanto, en aras de proteger su derecho de habeas data, pide que se ordene a la entidad accionada que elimine de su certificado la inscripción: “REGISTRA ANTECEDENTES”.
La actuación.
El actor aportó la petición que formuló ante tal entidad para que se modificara su certificado judicial y la respuesta consistió en que no era posible accederse a lo pedido, por cuanto la función asignada es precisamente certificar si la persona solicitante registra o no antecedentes.
El Jurídico Seccional D.A.S. Risaralda, precisó que se debe atender las normas que regulan lo relativo a los antecedentes penales y contravencionales, autorizados por el Decreto 643 de 2004 para mantener y actualizar los registros delictivos y de identificación, siendo facultativo del Director de la entidad, adoptar el modelo del certificado judicial.
Por último, indicó con respeto al acciónate, que se le expidió un certificado con la inscripción ‘NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL’, como quiera que registra antecedentes penales, y reitera que no existe vulneración de derecho fundamental alguno.

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, certificó la existencia de sentencia condenatoria a 32 meses de prisión contra Gustavo Adolfo Pérez Pineda, proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas el 18 de abril de 2008, por la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, causa se encuentra surtiendo el periodo de prueba de tres años, por el otorgamiento del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena principal.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

El asunto que se plantea, se concreta en la posible protección del derecho de habeas data, que reclama un ciudadano frente al Departamento Administrativo de Seguridad, en razón al registro de antecedentes que se lleva en esa entidad, para que en su certificado judicial, el mismo sea excluido.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Al abordar el tema, es necesario traer la jurisprudencia trazada al respecto por la Corte Constitucional, referente a que el buen nombre y la honra no son derechos absolutos, desligados de la conducta de cada persona.

“Los derechos al buen nombre y a la honra son derechos que se ganan de acuerdo a las acciones realizadas por el individuo, sea que en virtud de ellas  pueda gozar del respeto y admiración de la colectividad como consecuencia de su conducta intachable, o sea que, por el contrario,  carezca de tal imagen y prestigio, en razón a  su indebido comportamiento social.  En este último caso difícilmente se puede considerar violado el derecho a la honra de una persona, cuando es ella misma quien le ha imprimido el desvalor a sus conductas y ha perturbado su imagen ante la colectividad.”

Significa lo anterior que cuando se desdibuja la honra o el buen nombre como consecuencia de la conducta de la misma persona, debe soportar la información fiel y concreta que se registre en una base de datos pública o privada, lógicamente que sea reflejo de su propio comportamiento.
Para el caso objeto de estudio, como bien se ha determinado documentalmente, el ciudadano Pérez Pineda registra una sentencia condenatoria, producto de la comisión de un delito, decisión debidamente ejecutoriada que actualmente se encuentra vigente y si bien, se otorgó el subrogado de la ejecución condicional de la pena, ese beneficio de suyo no sustrae el antecedente personal registrado por la base de datos del D.A.S.

Por ende, no puede reclamar el actor la expedición de una certificación en la que se indique la ausencia de antecedentes, cuando por su libre autodeterminación, infringió la ley penal.

En tal sentido, la jurisprudencia constitucional estableció:

La jurisprudencia de la Corte ha encontrado que existe una relación directa de tales derechos con el de habeas data, de forma que, en desarrollo del artículo 15 de la Constitución, la persona tiene derecho a conocer, actualizar y rectificar la información que de ella repose en bases de datos y archivos públicos y privados. En aplicación de los principios de veracidad e integridad derivados del derecho al habeas data, la persona podrá exigir la rectificación o corrección de la información divulgada o que reposa en bases de datos, para asegurar que la misma se refiera a situaciones reales y no corresponda a datos fraccionados o incompletos que den una impresión equivocada o incorrecta de ella. En estos eventos, sin dejar de lado los deberes propios de quien administra la correspondiente base de datos, es posible que se requiera la colaboración del interesado, para conocer y verificar con exactitud la información que se requiere ajustar a la realidad.

El Departamento Administrativo accionado, creado por la ley, tiene asignada la función de mantener un registro actualizado de los antecedentes judiciales y de policía de cada ciudadano. Así mismo, se le facultó para diseñar y expedir el certificado respectivo.

El documento que actualmente expide el D.A.S., fue modificado como lo explicó su funcionario, certificándose que 
‘NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL’, cuando el ciudadano solicitante registra una decisión sancionatoria de orden penal o policivo y de tal manera, se ha procedido con el aquí accionante.

Esta Colegiatura ha tenido en cuenta que la pena impuesta al actor, aún no ha superado su periodo de prueba, aunque de todas maneras, sus efectos se encuentran suspendidos a la espera del cumplimiento de unas obligaciones a cargo del sentenciado, durante un lapso determinado.

Pero ello no obsta para que una sentencia judicial que tiene efectos inter-partes, pueda servir como referente para otras, máxime que por disposición de la misma judicatura, está sometida a una condición suspensiva.
Los anteriores razonamientos resultan contundentes, para concluir que no ha existido violación por parte del Departamento Administrativo de Seguridad a los derechos del ciudadano Gustavo Adolfo Pérez Pineda, toda vez que efectivamente registra una condena constituida como antecedente penal, que no se puede desconocer, y que precisamente una de las funciones de ese organismo es la de mantener tales registros.

Pese a ello el Departamento Administrativo accionado, mediante la expedición de acto administrativo
 ha rediseñado la certificación que expide para eventos en los que el petente registre una antecedente, de tal manera que no vulnere el derecho de habeas data, en el sentido de que no tiene requerimiento judicial, quedando como verdad oculta el registro de la anotación, sólo para efectos judiciales.

No puede esta Colegiatura pasar desapercibida la oportunidad para hacer observación frente al procedimiento impreso por el D.A.S., en torno a la expedición del documento de su competencia, porque no se está haciendo distinción entre aquél que fue condenado y su pena extinguida y el sentenciado que aún se encuentra en proceso de ejecución de la misma, como ocurre con el señor Pérez Pineda, quien se hizo merecedor de un subrogado, mas la pena aflictiva corporal en cualquier momento podría ser objeto de revocatoria, por incumplimiento de sus obligaciones, de manera que en casos como el presente no sería atinado levantar la anotación.
Conclusión de lo anterior, puede apreciarse que por el contrario, la entidad accionada ha sido en este caso garantista en exceso, sin que se avizore violación al derecho fundamental reclamado por el señor Pérez Pineda y en consecuencia, se denegará el amparo implorado.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Denegar el amparo de tutela peticionado por el señor Gustado Adolfo Pérez Pineda, frente a la presunta vulneración de su derecho fundamental de habeas data, acorde con lo motivado en precedencia.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, si esta decisión no fuere impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LOPEZ
Magistrado
 


        
Secretario

� Sentencia T-411 de 1995. M.P Alejandro Martínez Caballero. También pueden verse las Sentencias T-482 y T-787 de 2004.


� Sala Segunda de Revisión - Sentencia T.785 de 2009-  MP Maria Victoria Calle Correa


� D.A.S.- Resolución No. 750 de 2010
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